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2. En el caso de las licencias concedidas para
la preparación de pruebas de promoción y espe-
cialización previstas en la Ley Orgánica del Poder
Judicial, será necesario concurrir efectivamente a
las pruebas y completar los ejercicios previstos. La
superación de las pruebas eximirá de la presen-
tación de la memoria prevista en el párrafo anterior
y excluirá la posibilidad de compensación prevista
en el mismo, con derecho a la percepción íntegra
de la retribución por el periodo de licencia efec-
tivamente disfrutado. Si la licencia prevista en la
convocatoria fuera de duración máxima superior
a un mes, podrá solicitarse, en cuanto al exceso,
en las condiciones de retribución previstas en el
artículo 251.1 del presente Reglamento. El Tribunal
calificador de las pruebas emitirá, a los fines pre-
vistos en el presente artículo, informe sobre el apro-
vechamiento demostrado por el aspirante que no
hubiera superado la prueba. A la vista de dicho
informe, así como de la puntuación final obtenida
y de la memoria elaborada por el interesado, el
Consejo General del Poder Judicial podrá resolver
que el interesado, no obstante no haber superado
las pruebas, perciba completa la retribución corres-
pondiente.

3. Cuando se trate de licencia para efectuar
estudios en país extranjero, la memoria justificativa
de los trabajos realizados será examinada por la
Consejería de Relaciones Internacionales, la que,
en su caso, elevará informe a los órganos corres-
pondientes del Consejo. En los casos en que pro-
ceda, dicha memoria será informada por la Vocalía
de Formación.»

«Artículo 252.

1. Podrá concederse licencia por asuntos pro-
pios sin derecho a retribución alguna, cuya duración
acumulada no podrá en ningún caso exceder de
tres meses cada dos años.

2. Cuando la licencia obedezca a las condicio-
nes de especial dificultad en la que se ejerce la
jurisdicción, que pueda llegar a afectar gravemente
a la situación personal del Juez o Magistrado, podrá
ser concedida por el Consejo General del Poder
Judicial con derecho a retribución. En este último
caso la duración máxima de la licencia será de quin-
ce días hábiles anuales, susceptibles de ser dis-
tribuidos en períodos no inferiores a cinco días
hábiles.

3. La solicitud de licencia por asuntos propios
se elevará al Consejo General del Poder Judicial
por conducto y con informe del Presidente del Tri-
bunal Supremo, de la Audiencia Nacional o del Tri-
bunal Superior de Justicia, según el órgano en el
que se encuentre destinado el solicitante. El informe
deberá valorar la repercusión que el otorgamiento
de la licencia suponga en el normal funcionamiento
de la Administración de Justicia, y en el supuesto
previsto en el número 2 anterior, las circunstancias
que determinen la especial dificultad del ejercicio
jurisdiccional y su incidencia sobre la situación per-
sonal del solicitante.»

Disposición final.

El presente Acuerdo entrará en vigor al día siguiente
de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 19 de junio de 2002.—El Presidente del Con-
sejo General del Poder Judicial,

HERNANDO SANTIAGO

MINISTERIO DE DEFENSA

12889 REAL DECRETO 593/2002, de 28 de junio,
por el que se desarrolla el régimen económico
presupuestario del Centro Nacional de Inte-
ligencia.

La publicación de la Ley 11/2002, de 6 de mayo,
reguladora del Centro Nacional de Inteligencia ha
supuesto el establecimiento de un nuevo marco de actua-
ción de los Servicios de Inteligencia. En la misma se
han recogido de forma unitaria y sistemática la natu-
raleza, objetivos, principios, funciones, aspectos sustan-
ciales de su organización y régimen jurídico adminis-
trativo, bajo los principios de control y de sometimiento
al ordenamiento jurídico.

El Centro Nacional de Inteligencia se configura como
un Organismo público de los previstos en la disposición
adicional décima de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de
Organización y Funcionamiento de la Administración
General del Estado, con personalidad jurídica propia y
plena capacidad de obrar, dotado de un régimen espe-
cífico presupuestario, de contratación y de personal.

La Ley 11/2002 habilita al Gobierno para establecer
mediante Real Decreto las peculiaridades necesarias en
el régimen económico presupuestario del Centro Nacio-
nal de Inteligencia, de modo que se garantice su auto-
nomía e independencia funcional, de acuerdo con lo dis-
puesto en el artículo 61.1.b) de la Ley 6/1997 citada.

Por otra parte, la propia Ley 11/2002 somete al cono-
cimiento de la Comisión del Congreso de los Diputados
que controla los créditos destinados a gastos reservados
la evaluación de las actividades, situación y grado de
cumplimiento de los objetivos de Inteligencia aprobados
anualmente por el Gobierno en la Directiva de Inteli-
gencia, con la peculiaridad de que los documentos que
sean puestos a su disposición serán reintegrados al Cen-
tro Nacional de Inteligencia para su debida custodia sin
que puedan retener originales, copias o reproducciones.

Esta excepcionalidad en el tratamiento de la docu-
mentación sometida al control parlamentario es con-
gruente con la clasificación de secreto que se otorga
a la organización y estructura internas, medios y pro-
cedimientos, personal, instalaciones, bases y centros de
datos, fuentes de información, y las informaciones o
datos que puedan conducir al conocimiento de las ante-
riores materias.

De la misma manera, en lo que se refiere a las infor-
maciones o datos contenidos en la documentación
soporte de los actos administrativos de contenido eco-
nómico, es preciso articular una normativa que, dentro
del ordenamiento jurídico, concilie los principios garan-
tes del mismo en particular en lo que se refiere al de
publicidad con el necesario sigilo sin merma de la trans-
parencia y eficacia en las actuaciones administrativas
avaladas por los correspondientes controles, tanto
interno como externo de la Administración General del
Estado, encomendados a la Intervención General de la
Administración del Estado y al Tribunal de Cuentas res-
pectivamente.

En este sentido, las peculiaridades del Centro Nacio-
nal de Inteligencia se centran en la necesidad de guardar
la debida reserva, para garantizar la confidencialidad de
los datos contenidos en sus documentos y de las infor-
maciones que puedan desprenderse de los mismos, dada
su clasificación de secreto.

En lo que respecta al régimen económico presupues-
tario del Centro Nacional de Inteligencia en los campos
presupuestario, contractual, patrimonial, contable y de
control, puede alcanzarse razonablemente un grado sufi-



BOE núm. 155 Sábado 29 junio 2002 23759

ciente de protección de la documentación que se genera
en los mismos, mediante las diferentes disposiciones
legales que eximen o limitan el principio de publicidad
o, en su caso, mediante la certificación del cumplimiento
de la normativa vigente y la puesta a disposición del
órgano de control de la documentación acreditativa en
el Centro Nacional de Inteligencia, evitando así la difusión
de documentos originales y copias, cualquiera que sea
su soporte, sin merma de las garantías que ofrece el
control.

No obstante lo anterior, en los casos en que la comu-
nicación de los datos fuese necesaria en cumplimiento
de la normativa vigente a efectos de solicitudes, altas
en bases de datos, estadísticos u otros, dicho Centro
podrá llegar a acuerdos con personas, Organismos o
Instituciones para hacerles llegar la información nece-
saria para el cumplimiento de sus fines. En cualquier
caso quedará totalmente asegurada la protección de las
informaciones clasificadas, mediante el cumplimiento de
la normativa establecida al efecto.

Por otra parte, en el campo presupuestario la sin-
gularidad intrínseca al funcionamiento de un Servicio
de Inteligencia, conlleva la peculiaridad de que puedan
surgir necesidades no previstas inicialmente y, aun están-
dolo, el que no haya sido posible su exacta cuantificación
en el momento de elaborar el anteproyecto de presu-
puesto. En consecuencia, resulta necesario otorgar al
Secretario de Estado Director del Centro las facultades
de modificación presupuestaria pertinentes, para mate-
rializar en este ámbito una autonomía funcional que
redunde en una mejor adaptación de los recursos eco-
nómicos del Organismo para el mejor cumplimiento de
sus misiones.

En lo que se refiere al ámbito contractual y patrimonial
la Ley 11/2002 autoriza el sometimiento al derecho
privado para garantizar la eficiencia en el funcionamiento
y la seguridad en las actuaciones del Centro Nacional
de Inteligencia.

Un caso particular del régimen patrimonial es el que
hace referencia a los bienes adquiridos con cargo a cré-
ditos reglados en la Ley 11/1995, de 11 de mayo, regu-
ladora de la utilización y control de los gastos reservados,
caracterizados a diferencia de los demás gastos públicos
por la prohibición de publicidad y por estar dotados de
un especial sistema de justificación y control.

La consideración a su particular naturaleza y aplica-
ción permitirá la adecuada reserva en el momento de
su enajenación, sin que lleguen a formar parte del Inven-
tario General de Bienes y Derechos del Estado, de modo
análogo al régimen previsto para los Organismos o Entes
públicos que adquieren bienes con el propósito de devol-
verlos al tráfico jurídico patrimonial de acuerdo con sus
fines peculiares.

En el campo contable el Centro Nacional de Inte-
ligencia constituye una entidad contable de la Adminis-
tración Institucional del Estado, que rinde sus cuentas
con arreglo al Plan General de Contabilidad Pública en
el marco de la Ley General Presupuestaria, donde el dile-
ma entre publicidad y seguridad se resuelve en analogía
con lo dispuesto en la Ley 11/2002 para los documentos
soportes de la información que se presenta a la Comisión
del Congreso de los Diputados, es decir, mediante la
puesta a disposición de las cuentas ante los terceros
interesados, fundamentalmente los organismos de con-
trol, a través de un certificado de cumplimiento en tiempo
y forma de la normativa vigente expedido por el Secre-
tario de Estado Director del Centro Nacional de Inte-
ligencia, permaneciendo mientras tanto la documenta-

ción justificativa depositada y custodiada en el mismo
durante los plazos legalmente establecidos.

En íntima conexión con lo anterior, así como los con-
troles parlamentario y judicial constituyen la esencia del
funcionamiento eficaz y transparente en general del Cen-
tro Nacional de Inteligencia, el control de su gestión
económico financiera se somete al control financiero pre-
visto para los Organismos públicos especiales, garan-
tizándose la adecuada reserva en el tratamiento de su
documentación mediante la aplicación de los principios
de especialización y coordinación con la Intervención
General de la Administración del Estado y el Tribunal
de Cuentas.

Sin perjuicio de los controles establecidos en la Ley
General Presupuestaria, la citada Ley de Organización
y Funcionamiento de la Administración General del Esta-
do previene un control de eficacia para los Organismos
públicos con la finalidad de comprobar el grado de cum-
plimiento de sus objetivos y la adecuada utilización de
los recursos asignados, que será ejercido por el Ministro
de Defensa.

Finalmente, en disposición adicional, se incluye la
igualdad de tratamiento para las instalaciones, medios,
personal, bases y centros de datos con el que el orde-
namiento jurídico protege, por motivos de seguridad o
reserva, o por estar afectos a funciones de Seguridad
o Defensa Nacional, a las Fuerzas Armadas o a las Fuer-
zas y Cuerpos de Seguridad del Estado.

En su virtud, de acuerdo con lo establecido en el
artículo 8.3 de la Ley 11/2002, de 6 de mayo, reguladora
del Centro Nacional de Inteligencia, a propuesta del
Ministro de Defensa, de acuerdo con el Consejo de Esta-
do y previa deliberación del Consejo de Ministros, en
su reunión del día 28 de junio de 2002,

D I S P O N G O :

Artículo 1. Naturaleza.

El Centro Nacional de Inteligencia se configura como
un Organismo público, con personalidad jurídica propia
y plena capacidad de obrar, de los previstos en la dis-
posición adicional décima de la Ley 6/1997, de 14 de
abril, de Organización y Funcionamiento de la Adminis-
tración General del Estado, dotado de un régimen espe-
cífico presupuestario, de contratación y patrimonial que
garantice su autonomía funcional.

Artículo 2. Financiación.

El Centro Nacional de Inteligencia se financiará con
cargo a los siguientes recursos:

a) Las transferencias consignadas en los Presupues-
tos Generales del Estado, a través de un concepto espe-
cífico.

b) Los ingresos obtenidos como consecuencia del
normal desarrollo de sus actividades.

c) Los ingresos procedentes de la gestión de su
patrimonio.

d) Los ingresos procedentes de las actividades que
pueda realizar, en virtud de convenio o disposición legal.

e) Cualesquiera otros ingresos que le sea autorizado
percibir.

Artículo 3. Régimen presupuestario.

El régimen presupuestario del Centro Nacional de
Inteligencia será el establecido por la Ley General Pre-
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supuestaria con las especialidades reguladas en el pre-
sente Real Decreto con la finalidad de garantizar su inde-
pendencia y autonomía funcional.

El Centro Nacional de Inteligencia elaborará anual-
mente un anteproyecto de presupuesto, con la estructura
que, adaptada a sus necesidades, establezca el Ministro
de Hacienda.

Una vez elaborado por su Secretario de Estado Direc-
tor, el anteproyecto de presupuesto se elevará al Ministro
de Defensa, para su remisión al Consejo de Ministros
a través del Ministro de Hacienda, que lo integrará en
los Presupuestos Generales del Estado para su posterior
remisión a las Cortes Generales.

El presupuesto, una vez aprobado, tendrá carácter
limitativo por su importe global. La autorización de las
modificaciones internas que no alteren dicho importe
corresponderá al Secretario de Estado Director del Cen-
tro Nacional de Inteligencia. Las modificaciones presu-
puestarias que supongan incremento en el Presupuesto
de Gastos del Centro Nacional de Inteligencia, serán com-
petencia del Ministro de Hacienda.

En lo que respecta a los créditos el Centro Nacional
de Inteligencia no estará sujeto a las limitaciones del
plan de disposición de fondos del Tesoro Público.

Artículo 4. Régimen de la contratación.

El Centro Nacional de Inteligencia podrá celebrar los
contratos o convenios, con personas o entidades públi-
cas o privadas, nacionales o extranjeras, que sean nece-
sarios para el cumplimiento de sus fines. Las facultades
de contratación corresponden al Secretario de Estado
Director del Centro, sin más limitaciones que las que
se deriven de la legislación de Contratos de las Admi-
nistraciones Públicas en los casos en que sea preceptiva
autorización del Consejo de Ministros.

En su régimen de contratación el Centro Nacional
de Inteligencia, de acuerdo con lo dispuesto en el artícu-
lo 8 de su Ley reguladora, podrá someterse al Derecho
Privado.

Sin perjuicio de lo anterior, cuando actúe con some-
timiento a las normas generales de la contratación de
las Administraciones públicas, lo hará con las limitacio-
nes necesarias para la salvaguarda de las informaciones
o datos clasificados, las impuestas en aplicación de las
disposiciones del artículo 296.1.a) del Tratado Consti-
tutivo de la Comunidad Europea y cualquier otra que
pueda surgir como consecuencia de la adaptación de
los bienes, obras o servicios contratados o de sus cir-
cunstancias de contratación a la especial naturaleza de
las misiones y cometidos del Centro, debiendo dejar
constancia en el expediente de todos estos extremos.

Corresponde al Secretario de Estado Director del Cen-
tro la fijación, mediante disposición interna, de los cri-
terios que determinarán en cada caso el régimen jurídico
de la contratación.

Las atribuciones que corresponden al Secretario de
Estado Director del Centro Nacional de Inteligencia,
como órgano de contratación de la Administración Gene-
ral del Estado, se desconcentran en el Secretario General
del mismo, con las limitaciones derivadas de la Ley de
Contratos de las Administraciones Públicas y demás dis-
posiciones legislativas y administrativas, excepto en
materia de convenios y en aquellos contratos que requie-
ran autorización del Consejo de Ministros.

Artículo 5. Régimen patrimonial.

El Centro Nacional de Inteligencia, además de su patri-
monio propio podrá tener adscritos para el cumplimiento
de sus fines bienes del Patrimonio del Estado.

Respecto a su patrimonio propio, podrá adquirir a
título oneroso o gratuito, poseer, arrendar y enajenar,
bienes y derechos de cualquier clase, tanto en territorio
nacional como en el extranjero con el único requisito
de la previa declaración de necesidad de su Secretario
de Estado Director.

En los supuestos en que no proceda la enajenación,
los bienes propios se incorporarán al Patrimonio del Esta-
do, cuando resulten innecesarios para los fines del Orga-
nismo, realizándose la entrega por conducto del Minis-
terio de Defensa.

La adscripción de bienes del Patrimonio del Estado
será acordada por el Ministro de Hacienda, a propuesta
del Secretario de Estado Director del Centro Nacional
de Inteligencia, tramitada a través del Ministerio de
Defensa.

El patrimonio propio con origen en créditos regulados
en la Ley 11/1995, de 11 de mayo, dada la peculiaridad
de sus fines, quedará excluido del inventario de bienes
inmuebles y derechos adscritos al Centro a efectos de
su conocimiento por organismos externos al mismo.

Artículo 6. Régimen de la contabilidad.

El régimen de contabilidad del Centro Nacional de
Inteligencia será el establecido por la Ley General Pre-
supuestaria.

El Centro Nacional de Inteligencia constituye, como
Organismo público, una entidad contable que formará
y rendirá sus cuentas de acuerdo con los principios y
normas de contabilidad recogidos en el Plan General
de Contabilidad Pública y normas de desarrollo.

Estará obligado a rendir cuentas de sus operaciones
en los plazos previstos en la Ley General Presupuestaria
y disposiciones que la desarrollan sustituyendo la docu-
mentación que pudiera revelar materias legalmente cla-
sificadas por un certificado de cumplimiento de la nor-
mativa vigente, que se remitirá al Tribunal de Cuentas
por conducto de la Intervención General de la Admi-
nistración del Estado.

Las citadas cuentas permanecerán depositadas y bajo
custodia del Centro Nacional de Inteligencia durante el
plazo legalmente establecido.

El Secretario de Estado Director del Centro Nacional
de Inteligencia, como cuentadante responsable de la
información contable, formulará en el plazo de tres
meses desde el cierre del ejercicio las cuentas anuales,
poniéndolas a disposición del Interventor Delegado en
dicho Centro para la auditoría de las mismas prevista
en el artículo 129 de la Ley General Presupuestaria.

Las cuentas anuales, una vez aprobadas y acompa-
ñadas del preceptivo informe de auditoría de la Inter-
vención Delegada, se depositarán y custodiarán en el
Centro Nacional de Inteligencia durante el plazo legal-
mente establecido, remitiéndose certificación por su
Secretario de Estado Director de puesta a disposición
de las mismas al Tribunal de Cuentas, por conducto de
la Intervención General de la Administración del Estado,
antes del 31 de julio del ejercicio siguiente al que se
refieren.

Artículo 7. Régimen de control.

El Centro Nacional de Inteligencia estará sometido
a control financiero permanente con el objeto de verificar
que la gestión económico-financiera se adecua a los prin-
cipios de legalidad, economía, eficiencia y eficacia, ejer-
ciéndose por la Intervención Delegada destacada en el
mismo.

El Interventor general de la Administración del Estado
comunicará al Interventor Delegado en el Centro Nacio-
nal de Inteligencia, en su caso, los informes a emitir
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así como la fecha de emisión dentro del Plan de audi-
torías y actuaciones de control financiero.

Los informes de control financiero, una vez surtida
su finalidad de promover la mejora de las técnicas de
gestión económico-financiera, se custodiarán en la Inter-
vención Delegada del Centro Nacional de Inteligencia
remitiéndose al Interventor general de la Administración
del Estado aquellos que determine expresamente.

Artículo 8. Control de eficacia.

El Centro Nacional de Inteligencia estará sometido
a un control de eficacia, que será ejercido por el Ministro
de Defensa, sin perjuicio de los controles asignados a
la Intervención General de la Administración del Estado
y al Tribunal de Cuentas por la Ley General Presupues-
taria. Dicho control tendrá por finalidad comprobar el
grado de cumplimiento de los objetivos y la adecuada
utilización de los recursos asignados.

Disposición adicional primera. Modificación del Real
Decreto 1437/2001, de 21 de diciembre, de des-
concentración de facultades en materia de convenios,
contratos y acuerdos técnicos, en el ámbito del Minis-
terio de Defensa.

Por haber desaparecido el Centro Superior de Infor-
mación de la Defensa, queda sin contenido la referencia
que al mismo se hace en el artículo 2 apartado 1 A), b)
del Real Decreto 1437/2001, de 21 de diciembre.

Disposición adicional segunda. Grado de seguridad.

Las instalaciones, medios, personal, bases y centros
de datos del Centro Nacional de Inteligencia tendrán
el mismo tratamiento que, por motivos de seguridad,
reserva o, en su caso, por estar afectos a funciones de
la Seguridad o Defensa Nacional, la normativa vigente
otorga a las Fuerzas Armadas o a las Fuerzas y Cuerpos
de Seguridad del Estado.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o
inferior rango se opongan a lo dispuesto en el presente
Real Decreto.

Disposición final primera. Difusión de datos.

Cuando en cumplimiento de la normativa vigente sea
precisa la comunicación de datos relativos al Centro,
a efectos estadísticos, de solicitudes, de altas en bases
de datos u otros, se faculta al mismo para acordar con
las personas, Organismos o Instituciones públicas o pri-
vadas responsables un procedimiento de comunicación
que salvaguarde la protección de las informaciones cla-
sificadas.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente Real Decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dado en Madrid a 28 de junio de 2002.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Defensa,

FEDERICO TRILLO-FIGUEROA Y MARTÍNEZ-CONDE

MINISTERIO DE HACIENDA
12890 RESOLUCIÓN de 25 de junio de 2002, del

Departamento de Aduanas e Impuestos Espe-
ciales de la Agencia Estatal de la Adminis-
tración Tributaria, por la que se actualiza el
Arancel Integrado de Aplicación (TARIC).

El Arancel Integrado de Aplicación (TARIC) fue adap-
tado completamente, por última vez por la Resolución
de 11 de diciembre de 2001 («Boletín Oficial del Estado»
del 24) y modificado parcialmente por la Resolución de
17 de enero de 2002 («Boletín Oficial del Estado» del
25), Resolución de 22 de marzo de 2002 («Boletín Oficial
del Estado» de 25 de abril), Resolución de 25 de abril
de 2002 («Boletín Oficial del Estado» de 14 de mayo),
y última vez por Resolución de 31 de mayo de 2002
(«Boletín Oficial del Estado» de 14 de junio). Habiéndose
producido la publicación de diferente normativa comu-
nitaria que supone una variación en cuanto a los códigos
puntualizables, procede actualizarlos, sustituyendo los
códigos afectados, por lo que se acuerda lo siguiente:

Primero.—Actualizar la nomenclatura y codificación
del Arancel Integrado de Aplicación (TARIC), reempla-
zándose los textos de las partidas afectadas por los inclui-
dos como anexo A, y aplicables desde el 1 de julio
de 2002.

Segundo.—Incluir como anexo B, los códigos TARIC
que se suprimen a partir del 1 de julio de 2002.

Tercero.—Actualizar la relación de Códigos Adiciona-
les según los contenidos en el anexo C y aplicables a
partir del 1 de julio de 2002.

Cuarto.—Incluir como anexo D los Códigos Adiciona-
les que se suprimen a partir del 1 de julio de 2002.

Quinto.—La presente actualización será aplicable des-
de el 1 de julio de 2002.

Lo que se dispone para su conocimiento y efectos.
Madrid, 25 de junio de 2002.—El Director del Depar-

tamento, Nicolás Bonilla Penvela.


